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EL ACCESO AL PROCESO EN LOS JUICIOS CONTRA EL ESTADO

Cuando en el título expreso acceso al proceso me refiero en términos alvaradianos a lo que habitualmente se denomina acceso a la justicia, que no es más ni menos que el acceso al debido proceso regido por sus principios fundamentales[footnoteRef:1] y la posibilidad cierta de su conclusión mediante el dictado de una sentencia definitiva que resuelva el litigio y el conflicto que en él subyace, sin perjuicio de encontrarse una solución mediante los denominados métodos alternativos de resolución, a veces incluso de mayor eficacia que la sentencia. [1:  Estos principios son cinco: Imparcialidad de juzgador, igualdad de las partes litigantes, transitoriedad del proceso, eficacia de la serie procedimental y moralidad del debate. Ver ALVARADO VELLOSO, Adolfo, Sistema procesal: Garantía de la libertad, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 2009, T.1, p. 339.] 

Siguiendo a HUTCHINSON, debido proceso y tutela judicial efectiva constituyen términos equivalentes, y en cuanto a su contenido “... el derecho que analizamos es muy vasto, ya que despliega sus efectos en tres momentos distintos: primero, al acceder a la justicia; segundo durante el desarrollo del proceso, y finalmente, al tiempo de ejecutarse la sentencia…”.[footnoteRef:2] Este derecho incluye, entre otros, el de impugnar la sentencia definitiva.[footnoteRef:3] [2:  HUTCHINSON, Tomás, Derecho Procesal Administrativo, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 2009, T.1, p. 249 y ss.]  [3:  Ibídem, p. 261.] 

Explica DAVOBE que el acceso al proceso en sí constituye un derecho fundamental autónomo, amparado tanto por nuestra Constitución (artículos 14, 18, 43 y ccs.), como por los instrumentos internacionales de protección asumidos en ella (artículo 75, inciso 22), que permite asegurar el ejercicio de los restantes derechos y libertades, siendo esencial para lograr el derecho a la igualdad. Se trata de una institución compleja que ha sido definida desde tres puntos de vista: a) como acceso propiamente dicho, es decir, posibilidad de llegar al sistema judicial; b) posibilidad de lograr un buen servicio de justicia, obteniendo un pronunciamiento judicial justo en un tiempo prudencial; y c) como conocimiento de sus derechos por parte de los ciudadanos, como de los medios para ejercer y hacer reconocer esos derechos, con conciencia del acceso a la justicia como derecho y consiguiente deber del Estado de brindarlo y promoverlo.[footnoteRef:4]  [4:  DABOVE, M. Isolina, “De los derechos humanos al derecho de la vejez: Acceso a la justicia y protección internacional”, en (Dir.: Davobe), Derechos humanos de las personas mayores, Astrea, CABA, 2015, p. 32.] 

Por otra parte, específicamente, aquí se hace referencia a los procesos en que se impugna la actividad o inactividad de las entidades públicas en su función administrativa, mayormente, aunque no exclusivamente de carácter estatal, lo que de un modo genérico se denomina “juicios contra el Estado”. Ello ocurre en los conflictos entre particulares o entidades intermedias y la administración pública. 
En esta materia, en la mayoría de las provincias de la Argentina, cuando el conflicto no se logra solucionar en sede administrativa, se resuelve en única instancia originaria ante sus respectivos tribunales superiores de justicia o cortes, lo cual en principio impide el ejercicio del derecho al recurso ordinario ante un juez o tribunal que posteriormente revise la decisión, aunque ello se podría resolver mediante la provisión de una vía recursiva de modo horizontal, dentro del mismo tribunal pero con jueces diversos a los que dictaron la sentencia. 
A todas luces se advierte que el derecho al recurso -amplio y ordinario- se encuentra inserto en el desarrollo del proceso, luego de iniciada una causa y más precisamente cuando concluye la primera instancia con una sentencia adversa a una de las partes -o bien una decisión equiparable-, quien puede en ejercicio de tal derecho, impugnarla a los fines de que sea revisada o controlada en forma amplia por otro juez o tribunal diverso al primero.
Este derecho se encuentra íntimamente relacionado con la organización judicial que posibilita su ejercicio efectivo, y su existencia y previsión normativa en lo concreto, puede tener una incidencia favorable al justiciable a los fines de su acceso inicial al proceso, facilitando de tal modo su llegada al sistema judicial por primera vez, a través de la descentralización territorial del Poder Judicial.
Destaco aquí que existe por lo menos una posible vinculación entre derecho al recurso y el acceso inicial al proceso, que se da cuando existe una organización judicial que permite el ejercicio de ese derecho a través de juzgados de primera instancia y tribunales de apelación dispersos a lo largo y ancho del territorio de una jurisdicción dada, sea esta una provincia o un país determinado, lo que implica la descentralización del Poder Judicial por fuera del asiento de su superior tribunal o corte que habitualmente se ubica en la ciudad capital.
Al respecto, en un tiempo pasado he sostenido que la resolución en única instancia original de este tipo de causas, resulta inconstitucional por no preverse ni permitirse un recurso ordinario contra la sentencia allí dictada.[footnoteRef:5] Ello, por derivación lógica de la jurisprudencia emanada en su momento de la Corte IDH, en los casos de la “Panel Blanca” (1998), “Tribunal Constitucional” (2001), “Ivcher Bronstein” (2001) y “Baena” (2001) [footnoteRef:6], conforme a la cual todas las garantías específicas del proceso penal, que se encuentran detalladas en el Inciso 2º del Artículo 8º de la CADH, resultan aplicables a las restantes materias –no penales-, a los fines de respetar cabalmente el debido proceso contemplado de forma genérica en el Inciso 1º de tal artículo. [5:  SALDI, Emanuel, Necesidad de introducir la doble instancia en el proceso administrativo, Fundación para el Desarrollo de las Ciencias Jurídicas, Rosario, 2018.]  [6:  Caso “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37.  
Caso “Tribunal Constitucional Vs. Perú”, sentencia de 31 de enero de 2001, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C, N° 71.
Caso “Ivcher Bronstein Vs. Perú”, sentencia de 6 de febrero de 2001, Reparaciones y Costas, Serie C, N° 74.
Caso “Baena Ricardo y otros Vs. Panamá”, sentencia de 2 de febrero de 2001, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C, Nº 72.] 

Entre estas garantías específicas (en el art. 8, inc. 2, ap. h de la CADH), se encuentra el aseguramiento a la persona, de que pueda recurrir el fallo recaído en su contra en la primera instancia, ante otro juez o tribunal superior.
En la actualidad, la evolución de tal jurisprudencia derivó específicamente respecto de esta garantía puntual -de recurrir el fallo adverso-, en una delimitación que la Corte IDH ha realizado, refiriéndolo exclusivamente a los procesos penales y a los procesos de naturaleza sancionatoria, pero sin extenderlo al resto de materias o situaciones. Así, por ejemplo, en el caso Spoltore Vs. Argentina[footnoteRef:7], la Corte concluyó, con cita de los fallos Vélez Loor y Maldonado, que el derecho contenido en el artículo 8.2.h) no es aplicable al proceso en que se reclama una indemnización por enfermedad profesional. [7:  Caso “Spoltore Vs. Argentina”, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia del 20 de junio de 2020, Serie C, n° 404.] 

A partir de esta nueva conclusión, actualmente, salvo en los procesos que tengan por objeto controlar o revisar sanciones penales o administrativas, no se requiere a nivel convencional, como garantía mínima, el aseguramiento de una doble instancia con derecho a recurrir el fallo adverso recaído en la primera y única instancia.
Ahora bien, es de notarse que aunque no se requiera de los ordenamientos nacionales garantizar tal derecho en todos los casos o situaciones, lo cierto es que existen ordenamientos jurídicos en que se lo asegura a nivel constitucional y/o legal en materia procesal administrativa, con lo cual allí no sería jurídicamente posible retroceder en su concesión, dado el principio interpretativo de irreversibilidad contenido en el artículo 29 de la CADH, en virtud del cual una vez que un derecho ha sido reconocido, queda definitiva e irrevocablemente integrado a la categoría de aquellos derechos cuya inviolabilidad debe ser respetada y garantizada. 
Entonces, partimos de la regla conforme a la cual resulta necesario asegurar ese mínimo de respeto del derecho a la doble instancia, a través del recurso, en los procesos en que se revisan sanciones administrativas, en el más restrictivo de los supuestos, cuando la sanción consiste en la pérdida de libertad ambulatoria, pero también cuando ella suponga una afectación patrimonial –tal como la aplicación de multas u otras sanciones pecuniarias contractuales-, o del derecho al honor y/o al empleo público -cuando se aplican sanciones tales como suspensión o cesantía-. 
La mayoría de las provincias argentinas no ha receptado ese derecho en sus respectivos sistemas jurídicos, y sería propicio que estos se adaptaran, pudiendo incluso hacerlo, mínimamente, a través de un recurso amplio de carácter horizontal, en que diversos miembros de un mismo tribunal superior de justicia, pudiesen revisar la sentencia adversa al accionante que litiga frente a la administración pública.
No obstante, existen otras jurisdicciones en nuestro país, en que actualmente se encuentra asegurado el derecho al recurso en materia contencioso-administrativa, tales como Provincia de Buenos Aires, CABA, San Juan, Río Negro, Corrientes y en el ámbito del Estado Nacional en general. En ellas no sería jurídicamente posible retroceder en el reconocimiento del derecho al recurso, por encontrarse allí incorporado como derecho la posibilidad de recurrir fallos adversos en lo contencioso-administrativo.
En tal sentido, resulta valiosa la experiencia de la Provincia de Buenos Aires, que en el año 1994 reformó su Constitución sustrayendo el conocimiento originario en única instancia de su Suprema Corte respecto de este tipo de causas, estableciendo al mismo tiempo la necesidad de creación de un fuero especializado en la materia, el que comenzó a funcionar a fines del año 2003, con juzgados y cámaras de apelaciones diseminados a lo largo y ancho de su territorio.
La comparación de estadísticas obtenidas en su momento, dan cuenta de que en total se iniciaron aproximadamente cincuenta y siete (57) veces más juicios correspondientes a acciones procesales administrativas, que cuando no existía ese fuero y se concentraba la competencia en su Suprema Corte de Justicia. Sólo en La Plata, que posee –la mayor cantidad- de tres juzgados contenciosos administrativos, para el año 2010 se iniciaron trece (13) veces más juicios de tal tipo que lo que sucedía con anterioridad a la existencia de tal fuero.[footnoteRef:8] [8:  Conforme estadísticas remitidas por la Oficina de Estadísticas de la Secretaría de Planificación de la Suprema Corte de Justicia bonaerense, con motivo de la elaboración de mi tesis de maestría titulada: “Necesidad de introducir la doble instancia en el proceso administrativo de Mendoza”, que puede compulsarse en soporte físico papel en la biblioteca de la Facultad de Derecho de la U.N.R., y en soporte digital en: https://www.academia.edu/11281433/Necesidad_de_introducir_la_doble_instancia_en_el_proceso_administrativo ] 

[bookmark: _GoBack]De lo anterior, queda en claro que se ha satisfecho una mayor demanda de la población en el acceso al proceso en la materia, a partir de la existencia de una organización judicial descentralizada por fuera de su capital, a través de un fuero especializado con doble instancia, compuesto de juzgados y cámaras de apelación, distribuidos a lo largo y ancho de la jurisdicción en cuestión, lo cual nos da la pauta de que se favorece el debido proceso y la tutela judicial efectiva de las personas en general, cuando se garantiza el derecho al recurso de un modo orgánico, estructural, con normas jurídicas e infraestructura acordes a la nueva situación jurídica, sin perjuicio de las mejoras que requiere todo sistema y que surgen de la propia experiencia de su concreción en la dinámica diaria de funcionamiento.
En otro orden de ideas, si luego de más de ciento cincuenta (150) años desde la sanción de la Constitución Nacional, se ha comenzado a cumplir con el mandato constitucional de establecer el juicio por jurados, podemos inferir que también sería posible, algún día, que esta experiencia bonaerense pudiese ser aprovechada en otras provincias y se replique el reconocimiento a la persona de la garantía del derecho al recurso en los juicios contra el Estado.
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